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RESUMEN 

La investigación tuvo como problemática ¿De qué manera el lavado de activos, 

el decreto legislativo N°1373 afectan a los derechos fundamentales, Perú-2023? y 

como objetivo, determinar la manera en que el lavado de activos, el decreto legislativo 

N°1373 afectan a los derechos fundamentales, Perú -2023, teniendo una metodología 

de carácter cualitativa, de tipo dogmática con instrumento ficha de recolección 

documental  la cual tuvo como resultado el lavado de activos puede definirse como el 

proceso mediante el cual se busca disfrutar de los beneficios económicos de un delito 

ocultando o disfrazando su origen ilícito. De tal manera que el análisis de la medida de 

extinción de dominio en el delito de lavado de activo si efectúa una afectación a los 

derechos fundamentales en nuestro territorio y concluyo que en base a la medida de 

extinción de dominio en el delito de lavado de activos si se presenta una afectación la 

cual afecta y genera una configuración directa en base a la medida de dicha 

problemático lo que induce a los derechos fundamentales a estar en estado de 

vulneración los cuales están establecidos en la Constitución Política de nuestro país 

Palabras clave: Lavado de activos, Decreto Legislativo N°1373, Derechos 
fundamentales 
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ABSTRACT 

The research had as problematic How does asset laundering, the legislative 

decree N°1373 affect fundamental rights, Peru-2023? and as objective, to determine 

the way in which asset laundering, the legislative decree N°1373 affect fundamental 

rights, Peru-2023, having a qualitative methodology, of dogmatic type with 

documentary collection sheet instrument which resulted in asset laundering can be 

defined as the process by which it seeks to enjoy the economic benefits of a crime by 

hiding or disguising its illicit origin. In such a way that the analysis of the measure of 

extinction of ownership in the crime of money laundering does affect the fundamental 

rights in our territory and I conclude that based on the measure of extinction of 

ownership in the crime of money laundering there is an affectation which affects and 

generates a direct configuration based on the measure of such problematic which 

induces the fundamental rights to be in a state of violation which are established in the 

Political Constitution of our country. 

Key words: Money laundering, Legislative Decree N°1373, Fundamental rights. 
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INTRODUCCIÓN 

En la historia contemporánea, uno de los fenómenos criminales destacados es la 

formación de organizaciones delictivas que trascienden las fronteras nacionales y 

pueden rivalizar en poder económico con Estados. Este surgimiento de la 

"macrocriminalidad" ha sido impulsado principalmente por avances tecnológicos y la 

globalización. Aunque estos factores no son inherentemente negativos, han facilitado a 

grandes bandas terroristas y traficantes de drogas obtener ganancias significativas y 

eludir investigaciones sobre el origen de sus ingresos. Los delitos actuales superan 

con creces las limitaciones geográficas y temporales, generando una sensación 

creciente de inseguridad a escala global debido a la incertidumbre y los riesgos 

asociados. Este nuevo panorama ha influido en las políticas legislativas criminales, 

promoviendo la creación de delitos que protegen intereses colectivos, lo que ha 

flexibilizado las normas de responsabilidad penal y procesal. Esta evolución en el 

derecho penal responde a los desafíos de sociedades contemporáneas cada vez más 

diversificadas y móviles. 

La criminalidad organizada y la diversidad de delitos que la componen 

representan un desafío constante para el Derecho Penal. Esta realidad no se limita a 

una mera categoría delictiva, sino que ha cuestionado durante mucho tiempo los 

principios fundamentales del Derecho Penal, como el principio de que "la sociedad no 

puede delinquir". Esto ha llevado a realizar cambios significativos en los fundamentos 

que guiaban al Derecho Penal, especialmente en las legislaciones peruanas, donde se 

ha abolido este principio y se ha introducido la autonomía de la responsabilidad penal 

de las personas jurídicas. 

El delito de lavado de activos no escapa a estos cambios. Debido a su 

naturaleza especial y transnacional, ha desafiado al Derecho Penal a incorporar 

nuevos principios que permitan su persecución penal con cooperación internacional. 
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La evolución de este tipo penal ha incluido modificaciones significativas, como la 

eliminación del requisito del delito fuente para iniciar procesos penales por lavado de 

activos, reconociendo así su autonomía. Este enfoque busca hacer que el Derecho 

Penal sea más eficiente y ágil frente al crimen organizado. 

En respuesta a la necesidad de eficacia del Derecho Penal, diversas 

legislaciones internacionales han adoptado el proceso de Pérdida de Dominio, también 

conocido como Extinción de Dominio. Este proceso complementa el proceso penal al 

enfocarse en el aspecto patrimonial de las personas involucradas en delitos graves y 

complejos. Se aplica cuando se determina que los bienes en cuestión fueron obtenidos 

de ganancias ilícitas o están directamente relacionados con actividades ilegales. 

Aunque el proceso de Extinción de Dominio podría considerarse una medida 

radical adoptada por los Estados en su política criminal para desincentivar la 

criminalidad organizada, la historia ha demostrado que la radicalización de sanciones y 

medidas no siempre logra reducir la actividad delictiva. En cambio, podría llevar a la 

legalización de la vulneración de garantías procesales propias del Derecho Penal en 

un Estado Constitucional de Derecho, un principio que se presume vigente en Perú. 

Es por ello que, el presente trabajo de investigación se encuentra organizada 

de manera sistemática, bajo la siguiente estructura lógica donde se abordaran 

capítulos principales para llegar a las conclusiones y recomendaciones del tema, 

siendo posible brindar un desarrollo completo de la problemática abordada. 

El Capitulo I, denominado Formulación del problema, aborda la descripción de 

la realidad problemática referente al tema de estudio, donde se describirá la afectación 

al derecho fundamental de la propiedad con la aplicación de la medida de la de 

extensión de dominio. Asimismo, dentro de este capítulo se determinarán el objetivo 

general como los específicos, además de plantear la hipótesis central y las hipótesis 
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específicas, por último, logramos conceptualizar las variables de la investigación y 

justificar su importancia desde el ámbito procesal y constitucional. 

Por otro lado, en el Capitulo II titulado Marco Teórico, se lleva a cabo los 

antecedentes internacionales, nacionales y locales, los mismos que sustentan, 

delimitan y justifican el presente estudio de posgrado, posteriormente abordamos 

conceptos derivados del campo de estudio, de igual modo, exploramos aspectos 

normativos y teóricos del lavado de activos, el Decreto Legislativo N° 1373 y el 

derecho fundamental a la propiedad.  

Posteriormente, en el Capítulo III definimos la metodología de la investigación, 

teniendo un enfoque cualitativo, con método y tipo dogmático, teniendo un nivel 

descriptivo – explicativo con diseño no experimental, asimismo, dentro del capítulo 

determinamos la población, muestra, técnicas e instrumentos empleados para el 

correcto alcance de los objetivos. 

Por consiguiente, llegamos al Capitulo IV titulado Resultados, para esta 

capitulo exponemos los hallazgos obtenidos mediante la ejecución de todo lo 

abordado en el capitulo anterior, enriqueciendo al trabajo de nuevos datos puesto que, 

efectuamos la comparación con la información recabada en los capítulos anteriores, 

contrastando las posturas, teorías y fundamentos de diversos autores con los 

resultados obtenidos en la aplicación de nuestro instrumento, alcanzo así una 

adecuada relevancia de conocimientos.  

Finalmente, el presente estudio cierra con las conclusiones adquiridas a base 

del análisis documental de la población seleccionada, brindando respuesta a nuestros 

objetivos, cada uno con su respectiva recomendación, orientadas a reforzar la 

normativa vigente y describir a cabalidad la problemática sobre la inconstitucionalidad 
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de la acción de extinción de dominio, a fin de poder lograr un correcto resguardo de 

este derecho fundamental.    

 

 



1 
 

 

 

 

 

 

 CAPÍTULO I 

FORMULACIÓN DEL PROBLEMA 

1.1. EXPOSICIÓN DE LA SITUACIÓN PROBLEMÁTICA O ANÁLISIS DE LA 

SITUACIÓN PROBLEMÁTICA  

El lavado de activos es denominado como un delito que causa graves repercusiones 

en la estructura socioeconómica interna, en el sistema financiero y en el desarrollo 

económico global. Además, tiene un efecto criminógeno que alimenta la actividad 

delictiva. Por lo tanto, la prevención y el control de este delito no solo requieren que las 

autoridades encargadas de investigarlo comprendan los conceptos legales 

relacionados, sino también que la sociedad en general pueda identificar y comprender 

sus características y los severos daños que provoca. (Chanjan & Torres, 2022) 

Nuestro país no ha escapado a la proliferación de casos de lavado de dinero, 

con investigaciones en curso y procesos judiciales en marcha que involucran a 

exfuncionarios de alto nivel, como es el caso emblemático de Lava Jato y la empresa 

Odebrecht. Este ejemplo ilustra la complejidad de investigar este delito, sus diversas 

formas y su presencia en diferentes ámbitos políticos, sociales y económicos. Por lo 

tanto, es fundamental promover el estudio del lavado de dinero para fortalecer la 

política criminal, implementar medidas preventivas, mejorar las herramientas de 

investigación y enjuiciamiento, y recuperar los activos en el marco del proceso de 

extinción de dominio en favor del Estado. (UNODC, 2011) 
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Este delito se caracteriza por su impacto económico negativo en las 

sociedades. Según el Fondo Monetario Internacional (FMI) en 1998, el lavado de 

dinero a nivel mundial representaba aproximadamente entre el 2 % y el 5 % del (PIB) 

global, lo que equivaldría a una cifra entre 590 millones y 1,5 billones de dólares. Estas 

estimaciones se respaldan en el informe de la Oficina de las Naciones Unidas contra la 

Droga y el Delito (UNODC), titulado "Estimating illicit financial flows resulting from drug 

trafficking and other transnational organized crime". Según este informe, en el año 

2009 se lavó aproximadamente el 2,7 % del PIB mundial, lo que representa un total de 

1,6 billones de dólares, siendo el tráfico ilegal de drogas la actividad más lucrativa para 

estas prácticas delictivas. (UNODC, 2011) 

Los fundamentos del proceso legal adecuado tienen su origen en el concepto 

anglosajón del debido proceso de ley, que abarca los derechos que no solo protegen a 

los acusados por un delito, sino a todos los ciudadanos de las jurisdicciones que 

podrían infringir sus derechos fundamentales, conocido como el debido proceso 

sustantivo. Además, existe también el concepto del debido proceso adjetivo, que se 

refiere a las garantías procesales que aseguran los derechos fundamentales. (Arroyo, 

2012) 

Su incorporación y adaptación al constitucionalismo en América del Sur ha 

destacado que el debido proceso sustantivo hace referencia a la significancia de que 

las determinaciones dentro de un proceso penal sean tomadas con la debida diligencia 

y racionalidad. Por otro lado, el debido proceso adjetivo se relaciona directamente con 

el cumplimiento de ciertos procedimientos legales para garantizar un juicio justo que 

cumpla con todos los requisitos legítimos internos de su debido proceso. 

La doctrina nacional establece que el debido proceso es un derecho 

denominado como esencial, independientemente de su origen, nacionalidad, posición 

social o estatus legal, y no solo un derecho fundamental para aquellos que se 

encuentran dentro de un territorio específico. En este sentido, el debido proceso tiene 
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una doble naturaleza: por un lado, es un derecho subjetivo y particular que puede ser 

invocado por cualquier individuo; por otro lado, es un derecho objetivo que asume una 

dimensión institucional que debe ser cumplida por todos, ya que implica los valores 

sociales y colectivos de justicia que han sido obtenidos a través de luchas históricas. 

(Alarcon, 2018) 

La evidencia es un elemento fundamental en el proceso penal, ya que 

determina la culpabilidad del acusado. Cambiar la carga de la prueba implica que la 

persona acusada debe probar su inocencia, lo cual constituye una grave violación de 

sus derechos fundamentales, incluido el derecho a ser considerado inocente hasta que 

se demuestre lo contrario, tal como se reconoce en la Constitución del Perú y en los 

tratados internacionales ratificados por el país. Esta práctica también va en contra del 

artículo 14 de la Ley Orgánica del Ministerio Público, que establece que los fiscales 

tienen la responsabilidad de respaldar sus acusaciones en el juicio y no pueden 

transferir esta responsabilidad al acusado. Es importante destacar que, si bien un 

acusado puede presentar pruebas en su defensa durante la investigación, si estas no 

son suficientes para el fiscal o el juez, no significa que esté contribuyendo a su propia 

condena. Según la ley, es responsabilidad del fiscal demostrar la culpabilidad del 

acusado durante el juicio. (Bascompte, 2017) 

1.2. FORMULACIÓN DEL PLANTEAMIENTO DEL PROBLEMA 

1.2.1.  Problema general 

• ¿De qué manera el lavado de activos, el decreto legislativo N°1373 

afectan a los derechos fundamentales, Perú-2023?  

1.2.2. Problemas específicos  

• ¿Cuáles son los derechos fundamentales afectados en el delito de 

lavado de activos? 

• ¿En qué medida la extinción de dominio en el delito de lavado de 

activos afecta a los derechos fundamentales en nuestro país? 
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1.3. JUSTIFICACIÓN  

La doctrina actual en el Perú ha establecido que el delito de lavado de activos 

es una infracción penal compleja que demanda pruebas indirectas y diversos grados 

de sospecha para alcanzar una sentencia. Además, se ha debatido ampliamente si es 

necesario probar el delito subyacente, lo cual ha generado controversias entre 

abogados y fiscales, así como entre doctrinarios y penalistas. Sin embargo, la defensa 

de cualquier individuo implica comprender específicamente el delito del que se le 

acusa, y no simplemente estar al tanto de una acusación genérica, como se establece 

en ciertos casos. 

En términos de aplicación práctica, este estudio será de beneficio a 

estudiantes, ciudadanos e investigadores, quienes podrán aprovechar los hallazgos 

cualitativos obtenidos para impulsar investigaciones adicionales sobre este delito 

grave que impacta a las sociedades en diversas circunstancias. Además, estas 

investigaciones pueden complementarse con estudios adicionales en los cuales las 

instituciones estatales peruanas puedan mejorar su desempeño en beneficio de la 

sociedad y el Estado. 

Actualmente, la sociedad ha mostrado un creciente interés en comprender en 

mayor profundidad el delito de lavado de activos, dada la cantidad de figuras de 

autoridad, políticos, empresarios y personas influyentes que se han visto implicadas en 

este tipo de delitos. La sociedad contemporánea aún conserva su capacidad para 

sentir indignación al descubrir que otra figura de autoridad, empleado público o 

persona, sin importar su posición socioeconómica, ha perpetrado este acto delictivo. 

Este fenómeno tiene un impacto en nuestra sociedad y amenaza la estabilidad 

económica del país. Por consiguiente, es fundamental que se implementen políticas 

preventivas de manera efectiva en todas las regiones de nuestra nación. Es esencial 

que las autoridades de un estado de derecho protejan los derechos de los acusados y 

respeten sus garantías legales. Este trabajo tiene como propósito ofrecer 
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asesoramiento legal a cualquier individuo cuyos derechos fundamentales se vean 

vulnerados en un proceso penal por lavado de activos. Es importante tener en cuenta 

que, de acuerdo con la legislación actual sobre lavado de dinero en el Perú, no es 

necesario demostrar la actividad criminal previa para condenar a una persona. Basta 

con demostrar un desequilibrio patrimonial y establecer que dicho desequilibrio 

posiblemente provenga de una actividad ilícita anterior. 

El propósito de este trabajo es crear conciencia sobre las funciones de los 

órganos estatales los cuales tienen la función de encontrar la justicia, destacando la 

importancia de aplicar correctamente los derechos fundamentales en los 

procedimientos penales relacionados con el delito de lavado de activos. Se 

fundamenta en estudios de casos y en las vivencias de los acusados, quienes han 

adquirido una gran visibilidad en nuestro país. Fueron aplicados en procesos penales 

internacionales con resultados positivos. Sin embargo, actualmente se intenta 

perseguir a criminales y condenarlos con penas privativas de libertad, a menudo a 

expensas de la violación de sus derechos fundamentales. Por consiguiente, es deber 

de los ciudadanos del Perú y de todo el mundo garantizar el respeto de los derechos 

fundamentales en los procedimientos judiciales, sin importar la naturaleza del delito 

cometido por el individuo, y evitar la aprobación de leyes que restrinjan estos derechos 

en aras de perseguir a los ciudadanos. 

1.4. OBJETIVOS 

1.4.1. Objetivo general 

• Determinar la manera en que el lavado de activos, el decreto legislativo 

N°1373 afectan a los derechos fundamentales, Perú -2023 

1.4.2. Objetivos específicos  

•  Identificar cuáles son los derechos fundamentales vulnerados en el 

delito de lavado de activos 
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• Analizar de qué medida la extinción de dominio en el delito de lavado de 

activos afecta a los derechos fundamentales en nuestro país. 

1.5. IMPORTANCIA Y ALCANCE DE LA INVESTIGACIÓN  

La investigación fue importante como antecedente de inicios de otras 

investigaciones, donde generaría un alcance a otros investigadores para poder 

complementar sus estudios e investigaciones con relevancia en lavado, extinción de 

dominio y vulneración de derechos fundamentales. 

1.6. LIMITACIONES Y DELIMITACIONES DE LA INVESTIGACIÓN  

Las limitaciones que se presentaron en la investigación se basaron en el 

aspecto informativo, ya existe una confusión en la actualidad sobre la extinción de 

dominio delimitando si es que se emplea una vulneración a un derecho o diferentes 

derechos fundamentales.  

1.7. HIPÓTESIS 

1.7.1. Hipótesis general 

Es probable que el lavado de activos, el decreto legislativo si afecten a los 

derechos fundamentales, Perú - 2023 

1.7.2. Hipótesis especifica 

• Se identificará los derechos fundamentales vulnerados en el delito de lavado de 

activos. 

• La extinción de dominio en el delito de lavado de activos afecta a los derechos 

fundamentales en nuestro país  

1.8. VARIABLES E INDICADORES  

Variable 1 

Prevención de lavado de activos. 
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Dimensiones 

1.- Medidas de prevención  

2.-Delito de lavado de activos 

Indicadores 

1.- Actos de prevención 

    Causas  

    Motivos 

2.- Configuración  

     Vulneración 

     Efectos 

Variable 2  

Afectación a los derechos fundamentales. 

Dimensiones 

1.- Vulneración de los derechos fundamentales  

2.-Configuración de los derechos fundamentales 

Indicadores 

1.- Vulneración 

     Causas  

     Efectos 

2.- Configuración  

     Fundamentación 

     Efectos 
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1.8.1. Conceptualización de variables 

Vulneración de los derechos fundamentales: Se debe de entender por vulneración 

de derechos fundamentales incumplimiento de derechos que posee todo individuo, sin 

distinción de su sexo, edad, raza, religión o algún tipo de circunstancia discriminatoria 

(Sánchez A. , 2018). 

Afectación a los derechos fundamentales:  La afectación es un término de 

identificación de la forma del grado de vulneración o violación de un derecho 

fundamental. En función a los grados de afectación, es posible determinar la viabilidad 

de estimación de la pretensión constitucional (Sánchez A. , 2018). 

1.8.2. Operacionalización de las variables 

Tabla 1 
Operacionalización de variables 
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CAPÍTULO II 

MARCO TEÓRICO 

2.1. ANTECEDENTES DE LA INVESTIGACIÓN 

2.1.1. Antecedentes Internacionales  

Vásquez (2018) en su investigación sobre los principios y la imputación en el ámbito 

de la extinción de dominio, menciona que el proceso de E.D. es un instrumento legal 

que permite descubrir lo obtenido de manera ilícita. Además, revela tácticas 

empleadas por los delincuentes para cometer delitos financieros y evitar ser 

detectados. Al aplicar la E.D., se pueden identificar las formas de ocultar activos de 

origen ilícito, lo que demuestra su eficacia como herramienta en la lucha contra el 

crimen organizado. Con una metodología cualitativa descriptiva explicativa, la cual 

aplicando técnicas de recolección de datos, con el instrumento denominado 

cuestionario, concluyendo en el análisis realizado a lo largo de este trabajo resalta el 

papel fundamental que desempeña la extinción del derecho de dominio en un Estado, 

ya que permite identificar nuevos escenarios de acción y aplicación de sanciones por 

parte del Estado con el fin de eliminar las estructuras financieras ilícitas, tanto del 

pasado como del presente, e incluso las que puedan surgir en el futuro. La extinción 

de dominio se presenta como una herramienta política y criminal que se adapta a 

nuevas formas de delitos financieros que emergen con los avances sociales, culturales 

y tecnológicos, y para las cuales se aplican distintos enfoques de imputación para 

justificar las causas de la extinción del dominio. 
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Ramírez y Vargas (2017) en su investigación con objetivo primordial de esta 

investigación es examinar la extinción de dominio en detalle, comprendiendo su 

esencia, atributos, funcionamiento, las objeciones planteadas por sus críticos y los 

beneficios defendidos por sus defensores. Se realizó particularmente un análisis crítico 

sobre cómo se ha implementado la extinción de dominio a lo largo del tiempo y qué 

derechos podrían estar en riesgo o no como consecuencia de su aplicación. Además, 

como meta principal se plantea examinar la institución legal de la extinción de dominio 

y las posibles repercusiones de su introducción en el sistema jurídico de Costa Rica, 

con especial énfasis en los terceros compradores de buena fe y las situaciones de 

duración indefinida. Para lograr este propósito, se empleó un enfoque analítico, ya que 

este permitirá explorar con mayor profundidad la E.D. Este enfoque propuesto implica 

un análisis académico exhaustivo que abarca la revisión y el estudio minucioso de la 

doctrina, la jurisprudencia y la legislación, tanto a nivel nacional como internacional. 

Concluyendo en que la extinción de dominio es una herramienta legal que habilita al 

Estado a intervenir judicialmente para invalidar la legitimidad de la propiedad obtenida 

de manera ilícita. Esta medida refleja un cambio de enfoque dirigido a combatir la 

expansión del crimen organizado desde una perspectiva patrimonial, respaldado 

ampliamente por organizaciones internacionales. Los resultados de aplicar la extinción 

de dominio pueden variar según las leyes de cada país, pero en relación al proyecto 

de ley actualmente en discusión en la Asamblea Legislativa, su aprobación y 

aplicación sin modificaciones podrían acarrear consecuencias perjudiciales y vulnerar 

derechos fundamentales en nuestro sistema legal. 

Muñoz (2020) en su estudio sobre la extinción de dominio en la lucha contra la 

corrupción y la eficiencia, el propósito de esta investigación fue realizar un análisis 

legal sobre los desafíos relacionados con la recuperación de bienes que se obtuvieron 

por denominaciones de corrupción en Ecuador. Se empleó una metodología 

documental de enfoque cualitativo que se basó en la revisión de diversas fuentes, 
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como libros, artículos académicos, informes institucionales, legislación y noticias de 

medios de comunicación. Estas fuentes se examinaron mediante métodos de 

investigación teórica, incluyendo el método inductivo, deductivo, exegético jurídico y 

análisis de documentos. Además, se utilizó la técnica de encuestas a expertos en el 

campo para abordar la pregunta de investigación y alcanzar los objetivos específicos 

establecidos. Llega a la conclusión de que, para mejorar la efectividad del sistema 

judicial en casos de corrupción de funcionarios públicos, sería necesario confiscar los 

activos bajo investigación por su posible origen ilícito antes de que se emita una 

sentencia judicial. Además, se propone tomar medidas cautelares contra los activos 

involucrados en actividades ilícitas, todo ello respetando escrupulosamente lo que 

estipula el ordenamiento jurídico. Este acto de prevención puede parecer drástico, es 

importante considerar que ayudarían a prevenir el ocultamiento o traslado de activos a 

otros países. 

Muñiz (2019) en el marco de su investigación sobre la figura de la extinción de 

dominio en el marco normativo argentino establece como propósito fundamental el 

establecer si la extinción de dominio transgrede el derecho fundamental de la 

propiedad resguardado por la Constitución Nacional de Argentina, aplicando el 

enfoque cualitativo de tipo exploratorio – descriptivo, aplicando la técnica de 

observación y análisis de los diversos documentos relacionados con el tema de 

investigación. Es así que, desarrolla un análisis comparativo con la normativa, doctrina 

y jurisprudencia de países latinoamericanos como: México, Colombia, Perú, entre 

otros, Obteniendo como resultado la transgresión del derecho fundamental a la 

propiedad del particular, ya que la figura de la extinción de dominio es la privación de 

la titularidad sobre los bienes de un particular provenientes y/o de fines ilícitos, 

ejecutando la transferencia de los mismos a favor del Estado, el mismo se aplicada 

dentro de un proceso penal bajo el termino de “decomiso”, empero, es relevante 

precisar que dicha acción es posible siempre que el sujeto investigado sea condenado 
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con sentencia firme, el decomiso efectuado es una acción inconstitucional, vulnerando 

el derecho de propiedad e impidiendo que el acusado pueda impugnar los actos 

interpuestos a sus bienes.  

Los autores Matallana y Ribero (2024), en su trabajo de investigación acerca 

de la evaluación de la figura jurídica de extinción de dominio, respecto a la 

transgresión del derecho al debido proceso y el derecho a la propiedad para el tercero 

de buena fe. Teniendo como finalidad describir como la acción de extinción de dominio 

vulnera los derechos del debido proceso y el de la propiedad a los terceros de buena 

fe, los mismos que son considerados como sujetos sin culpa, por ende, se implementó 

una metodología cualitativa, siendo de gran utilidad puesto que se desarrolló un 

análisis documental a fin de concluir el atropello de ambos derechos para el tercero de 

buena fe, puesto que según nuestra normativa la acción de extinción de dominio es 

aplicada siempre que exista una sentencia que determine la culpabilidad del acusado, 

sin embargo, esta acción es aplicada dentro del proceso e incluso cuando el bien se 

encuentra en propiedad de un tercero exenta de culpa. Asimismo, se demuestra la 

ineficiencia del art. 112 de la Ley 1708, el cual es una garantía procesal a favor de las 

partes afectadas dentro de un proceso, empero, en la praxis solo puede ser aplicada 

hasta el fallo de segunda instancia, a fin de determinar si las medidas aplicadas se 

encuentran conforme lo establecido por la Ley 1708 y no se está transgrediendo el 

derecho a la propiedad.  

2.1.2. Antecedentes Nacionales  

Vargas (2023) en su investigación que tuvo como objetivo determinar las 

implicancias de la autonomía del proceso de extinción de dominio en relación a las 

garantías del proceso penal, con una metodología cuantitativa de tipo dogmática, 

descriptiva explicativa, aplicando técnicas e instrumentos referentes a la encuesta 

conformada con un cuestionario concluyendo en la infracción de las garantías 

procesales en relación con la autonomía del delito estudiado dentro del contexto de un 
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proceso penal. Esto se debe a que guarda similitud con la figura del decomiso, que ya 

está presente en el proceso penal. En este contexto, la autonomía del proceso de 

extinción de dominio implica una violación de las garantías procesales del debido 

proceso, que incluye el derecho a la defensa, la contradicción y la igualdad de 

condiciones. Esto podría conducir a fallos contradictorios sobre el origen ilícito de los 

bienes, dado que ambos procesos tienen como objetivo cuestionar la legalidad de los 

bienes pertenecientes al investigado, lo que también abre la posibilidad de un doble 

pronunciamiento contradictorio por parte del tribunal. Estas garantías procesales que 

se ven comprometidas en el proceso de Extinción de Dominio deben ser aseguradas 

para todos los ciudadanos dentro del marco de un Estado de Derecho Constitucional, 

como el nuestro. 

Soto (2021) en su investigación que tuvo como objetivo reconocer los casos en 

los cuales se puede llevar a cabo la confiscación de los activos adquiridos, en 

particular, de uno de los delitos estudiados. Además, se analizaron las posibles 

razones detrás de las deficiencias normativas del D.L. N° 1104, que ha sido derogado, 

y se examinó en detalle la efectividad del nuevo Decreto Legislativo N° 1373. Con una 

metodología empírica cualitativa, que concluyo en que el cambio en el entorno global 

ha promovido, aunque no sin críticas, la adopción de un nuevo enfoque en el aspecto 

legislativo con el ámbito criminal. Este enfoque se centra en la protección de bienes 

jurídicos, lo que implica una flexibilización de las normas de atribución de 

responsabilidad penal y de procedimiento. Sin duda, esto representa un avance en el 

campo del derecho penal para abordar los nuevos desafíos planteados por la 

complejidad y la movilidad de las sociedades contemporáneas, especialmente en lo 

que respecta a la delincuencia organizada. 

Vásquez (2023) en su investigación que tuvo como objetivo determinar la 

eficacia del procedimiento de E.D. en los actos en contra del delito de lavado de 

activos  implica analizar si realmente contribuye a combatir este tipo de crimen. En el 

contexto peruano, muchos casos terminan archivados debido a la incapacidad de las 
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fiscalías especializadas para demostrar el delito subyacente necesario para configurar 

el lavado de activos. Sin embargo, es en este punto donde cobra relevancia el proceso 

de extinción de dominio, ya que posibilita la confiscación de bienes vinculados a 

actividades ilícitas o cuyo origen lícito no pueda ser debidamente justificado, 

transfiriendo la propiedad de los mismos al Estado. Se emplearon varios métodos de 

investigación, como el inductivo, descriptivo, exegético y sintético, junto con técnicas 

como el análisis de fuentes bibliográficas, entrevistas. Como resultado, se llegó a la 

conclusión de que, si bien el proceso de estudiado puede ser efectivo en la lucha 

contra el lavado de activos, la manera en que está regulado actualmente causa 

afectaciones ante el derecho de defensa y a la presunción de inocencia. Además, 

genera una desigualdad en la persecución de activos entre el Estado y el individuo 

requerido, careciendo de contrapesos adecuados. 

Zelada (2020) menciona que su investigación se originó a partir de la pregunta 

sobre la naturaleza jurídico-penal del requerimiento en el delito de apropiación ilícita, 

tal como está definido en el Código Penal Peruano. Se observa que, según diversas 

fuentes doctrinales nacionales e internacionales, existen posturas divergentes 

respecto al requerimiento de devolución, entrega o uso específico en este delito. 

Algunos expertos consideran que esta circunstancia constituye un elemento objetivo 

esencial para la consumación del delito, mientras que otros lo ven como un requisito 

previo al inicio del proceso legal. Además, hay una tercera postura que lo interpreta 

como un aspecto que simplemente tiene valor probatorio. 

Palomino (2021) en su investigación sobre el derecho fundamental a la 

propiedad frente a la extinción de dominio, establece como objetivo determinar la 

incoherencia y falencias que tiene el proceso de extinción de dominio con el derecho 

fundamental a la propiedad, ello en base a un análisis comparativo de nuestra 

normativa nacional con la legislación de países latinoamericanos como: México y 

Colombia. Por lo tanto, la metodología aplicada fue cualitativa, concluyendo que el 

proceso de extinción de dominio al carecer de sustento dentro de la carta magna, lo 
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cual deberá tener una modificatoria normativa a fin de no afectar derechos 

fundamentales como el de propiedad, puesto que dicho derecho es considerado 

fundamental a nivel nacional y supranacional.    

En consecuencia, se llevó a cabo un análisis detallado de la modalidad de 

apropiación indebida de dinero, examinando los fundamentos que respaldan cada una 

de estas posturas. Tras revisar exhaustivamente la información recopilada, se 

concluye que, en el caso del delito de apropiación ilícita de un bien mueble o título 

valor, el requerimiento no tiene las características de ser un elemento objetivo del tipo 

penal ni un requisito de procedibilidad. En cambio, se considera como un medio 

probatorio de carácter no determinante. Por otro lado, cuando se trata de la 

apropiación indebida de una suma de dinero, se determina que el requerimiento sí 

constituye un requisito previo indispensable para iniciar el proceso legal. 

Antecedentes Locales  

Huacasi (2024) en el marco de su investigación sobre la extinción de dominio 

de bienes equivalentes, fuentes y fundamentos constitucionales, traza como propósito 

el examinar los fundamentos constitucionales de la extinción de dominio, 

determinando sus criterios procesales, así como evaluar su alcance, procedimiento y 

presupuestos desde sus fuentes y fundamentos, el autor aplica un enfoque cualitativo - 

doctrinal, de tipo analítica retro prospectiva, ejecutando la técnica de la observación 

documental, este estudio concluyo una definición entre bienes y la extinción de 

dominio de bienes equivalentes, detallando la teoría de la propiedad para su aplicación 

en favor del resguardo de este derecho fundamental. 

2.2. BASES TEÓRICAS  

Derechos fundamentales en el proceso penal  

El juez, como responsable de impartir justicia, tiene el deber de proteger los 

derechos fundamentales de todas las personas, incluidos los acusados, y garantizar 

su cumplimiento en conformidad con las disposiciones legales nacionales e 
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internacionales, especialmente la Constitución Política del Perú. Es esencial que el 

juez, en cualquier etapa del proceso judicial, ya sea ordinario o especial, asegure el 

respeto a los derechos de ambas partes. El principio del garantismo procesal enfatiza 

la importancia de respetar estos derechos fundamentales y prohíbe cualquier intento 

del Estado de vulnerarlos, ofreciendo mecanismos legales para restaurarlos en caso 

de ser suprimidos o violados. Es responsabilidad del Estado, a través de los jueces, 

garantizar el respeto a estos derechos fundamentales sin vulnerarlos. Las garantías 

procesales desempeñan un papel significativo en el ámbito del proceso penal y 

pueden clasificarse de diversas maneras según su relevancia y aplicación. (Daga, 

2019) 

El concepto de garantismo procesal, también conocido como respeto a los 

derechos fundamentales, representa una posición legal opuesta al totalitarismo. En 

términos simples, esta perspectiva legal se ampara en la constitución que está por 

encima de todas las leyes, como fue expuesto por Ferrajoli. El garantismo se basa en 

la promoción de un estado de derecho en el cual todas las normas deben ser 

respetadas por todos los miembros de la sociedad. Este enfoque legal ha surgido con 

las modernas legislaciones internacionales y se caracteriza por dos aspectos 

principales: en primer lugar, la sujeción del poder público a las leyes vigentes mediante 

el principio de legalidad; y en segundo lugar, la protección de los derechos 

fundamentales de los ciudadanos, lo que implica activar la tutela judicial efectiva en 

caso de cualquier violación, asegurando así un proceso justo y el respeto a los 

derechos humanos. (Pascual, 2006) 

De tal manera, es fundamental que el magistrado sea una figura independiente, 

libre de presiones mediáticas, y que su única guía sea el respeto a la ley. Esta 

independencia asegura que cualquier individuo acusado de un delito pueda 

defenderse adecuadamente, conociendo tanto la identidad del denunciante como los 

cargos que se le imputan, en línea con el principio correspondiente. Además, el 
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proceso judicial no debe llevarse a cabo en secreto, sino que debe ser transparente y 

estar sujeto al escrutinio público para que la opinión pública pueda ejercer un control 

directo sobre las acciones del sistema judicial. Las decisiones emitidas por el juez 

deben estar plenamente justificadas para prevenir algún acto que afecte a los 

derechos fundamentales, asegurando que las pruebas presentadas puedan determinar 

la culpabilidad o inocencia del acusado en relación con los cargos en su contra 

presentados por la otra parte. (Flores, 2010) 

Vulneración al debido proceso  

Los principios fundamentales del proceso justo se basan en el concepto del 

debido proceso legal del derecho anglosajón, el cual abarca los ámbitos judiciales que 

protegen a los que se les estipula un determinado delito, sino también a la mayoría de 

los habitantes generando una garantía en los derechos que son fundamentales para 

cada persona. Asimismo, persiste el concepto de recurso adecuado, que se refiere a 

las salvaguardias procesales que protegen estos derechos esenciales. La 

incorporación de estos principios al constitucionalismo en América del Sur ha 

destacado la importancia de que las decisiones dentro de un proceso penal sean 

tomadas con la debida consideración, lo que implica que sean razonables y justas. Por 

otro lado, el concepto de recurso adecuado se centra en asegurar el cumplimiento de 

ciertos requisitos procesales para salvaguardar la legitimidad interna del proceso, 

protegiendo contra cualquier penalización que no cumpla con los estándares de 

legalidad establecidos. 

Extinción de dominio  

Se encuentra promovida a través de acuerdos y tratados internacionales, por 

consenso entre los estados con la finalidad de combatir la delincuencia organizada, 

transnacional, la corrupción y otros delitos graves; ha adquirido relevancia en tiempos 

recientes, reemplazando la antigua figura conocida como pérdida de dominio y ahora 
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denominada extinción de dominio. Este nuevo enfoque implica la implementación de 

un completo subsistema que implica la participación de diversas instituciones como los 

tribunales, fiscalías, la Procuraduría Pública y la Policía Nacional, con el objetivo de 

alcanzar metas que anteriormente no se lograban con la pérdida de dominio, su marco 

normativo previo, la naturaleza jurídica del procedimiento y otras modalidades para 

extinguir la propiedad. 

El D.L. Nº 1373, referente al delito estudiado, en su disposición III, apartado 

3.10, establece la extinción de Domicio como un acto jurídico-patrimonial que 

transfiere la titularidad de los bienes relacionados con actividades ilícitas a manos del 

Estado, mediante una sentencia emitida dentro del marco del debido proceso, sin que 

se otorgue indemnización o compensación alguna al afectado o a terceros. Algunos 

académicos ofrecen una definición más concisa de la extinción de dominio. (Congreso 

de la Republica, 2018) 

Martínez (2015) ofrece una definición más amplia de la extinción de dominio en 

el contexto colombiano, basada en dos causales fundamentales. Según su enfoque, la 

extinción de dominio se considera de naturaleza declarativa, lo que significa que la 

pérdida de la propiedad no se produce como resultado de una sentencia judicial, sino 

como consecuencia de la presencia de ciertas causas establecidas que declaran la 

extinción y transfieren la propiedad al estado. Además, se argumenta que las causas 

de extinción de dominio tienen origen constitucional, ya que están contempladas en la 

propia Constitución. En otras palabras, la extinción de dominio se aplica a dos tipos de 

bienes: aquellos obtenidos de manera ilícita y aquellos adquiridos de manera lícita 

pero utilizados en contravención con su función social asignada. 

En el contexto peruano, la aplicación de la extinción de dominio es limitado a 

las propiedades adquiridas ilícitamente, aunque de manera vaga ha abordado la 

protección de los bienes de terceros adquiridos de buena fe, es decir, aquellos 

obtenidos de manera legítima. Es crucial resaltar que la extinción de dominio no se 
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orienta directamente hacia los bienes adquiridos legalmente, sino que se centra 

excepcionalmente en ellos cuando han sido empleados para obtener ganancias ilícitas 

o se han mezclado con activos de origen ilícito. Desde la perspectiva, podemos definir 

el proceso de extinción de dominio como un procedimiento autónomo. El inicio de este 

proceso está dirigido contra individuos o entidades legales que tienen derechos de 

propiedad o algún tipo de interés sobre bienes que son objeto, instrumento, producto o 

ganancia de actividades ilícitas específicas. El objetivo es que, mediante una 

sentencia judicial, se declare la extinción del derecho de propiedad a favor del Estado, 

sin que haya ninguna compensación a favor del titular anterior. 

Naturaleza jurídica de la extinción de dominio  

Según Haba (2004), las discusiones acerca de la naturaleza jurídica son en 

vano y consumen energía, ya que sugiere que cada vez que surge una entidad con un 

conjunto de reglas, se le asigna un nombre que representa una entidad única, de la 

cual derivan otras características. Por lo tanto, considera que estas cuestiones son 

excesivas simplemente por el hecho de proporcionar definiciones. Para algunos, el 

concepto de naturaleza jurídica no ha alcanzado un consenso entre los juristas; más 

bien, la expresión "naturaleza jurídica" se considera vaga e imprecisa, utilizada 

repetidamente por los juristas, así como en las aulas y en numerosas tesis de la 

facultad de derecho. 

La definición de la naturaleza jurídica del proceso de extinción de dominio no 

es clara ni única, por lo que no nos adentraremos en ese debate, ya que nuestro 

objetivo no es resolverlo. Sin embargo, por razones didácticas en el ámbito jurídico, es 

importante abordar esta cuestión. Según Santander, entender su razón fundamental, 

finalidad, esencia y su lugar dentro de las diferentes categorías del derecho, es crucial 

para distinguir y comprender las normas que rigen esta figura legal innovadora. 

(Santander, Naturaleza jurídica de la extinción de dominio: fundamentos de las 

causales extintivas, 2018) 
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La esencia legal del proceso de extinción de dominio está delineada en el 

actual DLED, el cual establece en su artículo 3 que el proceso de extinción de dominio 

es independiente, centrado en bienes tangibles y de naturaleza patrimonial. 

Efectivamente, no parece haber un debate significativo sobre este asunto, ya que la 

acción de extinción de dominio no está dirigida hacia individuos para imponer 

sanciones penales ni para reclamar responsabilidades civiles por crímenes, ya que 

esto corresponde al ámbito del derecho penal. (Dardón, 2015) 

No obstante, resulta esencial adoptar una postura respecto a la consideración 

de la naturaleza jurídica en este estudio. Estamos de acuerdo con la afirmación de 

Pineda (2012) de que la extinción de dominio representa un concepto legal único en su 

género (...) y presenta una naturaleza jurídica característica en contraste con otros 

dispositivos legales que impactan el dominio de la propiedad de un individuo. En 

resumen, dado que se trata de un concepto nuevo con atributos específicos que 

amalgaman elementos de índole penal y civil, su naturaleza es singular y requiere 

adaptarse a los procedimientos procesales civiles, respetando los principios básicos 

que gobiernan los derechos materiales. (Monroy, 1996) 

2.3. Marco conceptual 

Debido proceso  

El principio del debido proceso, reconocido en el inciso 3) del artículo 139° de 

la Constitución Política del Estado, establece un fundamento y un derecho inherente a 

la función judicial, según el cual todo procedimiento debe ser iniciado y concluido con 

el pleno respeto y observancia de todos los derechos que de él se derivan.). El deber 

del juez no solo consiste en atender las demandas con prontitud, sino también en 

corregir las deficiencias formales en las que puedan incurrir las partes. Si no es posible 

corregirlas de oficio, el juez debe exigir su corrección en un plazo razonable, de 

acuerdo con lo establecido. en el numeral 4) del artículo 2° del Texto Único Ordenado 

de la Ley Nº 27584, Ley que regula el Proceso Contencioso Administrativo. Asimismo, 
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debe proporcionar a las partes una respuesta fundamentada, motivada y coherente 

con el tema en disputa, con el fin de garantizar el pleno respeto del debido proceso. 

(Poder Judicial Peruano, 2016) 

Lavado de activos 

Con finalidad principal ocultar o camuflar el origen, la naturaleza, la ubicación, 

la propiedad o el control de dinero y/o bienes adquiridos de manera ilegal. Este 

proceso implica la inserción de activos de origen ilícito en la economía, otorgándoles 

una apariencia de legalidad mediante actividades que son legítimas en apariencia, lo 

que permite a individuos delincuentes y organizaciones criminales encubrir el origen 

ilegal de sus ganancias sin comprometer la fuente delictiva. 

Si bien el narcotráfico es comúnmente identificado como el delito principal que 

da lugar al lavado de activos, no es el único. El LA puede originarse también en 

actividades como la venta ilegal de armas, el tráfico de personas, la explotación 

sexual, la corrupción pública, el abuso de información privilegiada, el soborno, el 

fraude cibernético y el terrorismo, entre otros delitos. Todos estos generan beneficios 

ilícitos que incentivan la búsqueda de su legitimación. (Unidad de Analisis Financiero, 

2022) 

Los riesgos asociados al lavado de activos son variados: 

• Riesgos sociales: al promover indirectamente la actividad delictiva al 

permitir que los delincuentes blanqueen las ganancias ilícitas. 

• Riesgos económicos: al causar distorsiones en los flujos financieros y 

distorsionar industrias o sectores vulnerables. 

• Riesgos financieros: al introducir desequilibrios en la macroeconomía y 

poner en peligro la integridad del sistema financiero. 

• Riesgos reputacionales: al provocar la pérdida de prestigio, crédito y/o 

reputación tanto de instituciones financieras como no financieras, así 

como de sus profesionales. 



22 
 

 

Extinción de dominio 

La extinción de dominio, de acuerdo con el D.L. N°1373, es una medida 

jurídico-patrimonial que transfiere la titularidad de los bienes relacionados con 

actividades ilícitas a manos del Estado. Esta transferencia se realiza mediante una 

sentencia que respeta el debido proceso y no implica compensación alguna para el 

afectado o terceros involucrados. Esta disposición legal establece la extinción de 

dominio como una herramienta de política criminal dirigida principalmente a la 

prevención y combate de la corrupción y la delincuencia organizada. (Ruidías, 2020) 

Derechos fundamentales 

Los derechos fundamentales son aquellos que son inherentes al ser humano, 

que no dependen de la concesión de las leyes, sino que se derivan de su condición 

humana. Esto implica que todos los individuos, independientemente de su edad, 

origen étnico, género o creencias religiosas, poseen estos derechos simplemente por 

ser humanos. Estos derechos están por encima de cualquier forma de discriminación y 

se consideran universales e inalienables. (Sánchez A. , 2018) 

2.4. LAVADO DE ACTIVOS 

2.4.1. Concepto 

Según Reátegui (2012) el delito de lavado de activos, conocido también como 

blanqueo de capitales, lavado de dinero, lavado de bienes, reciclaje de dinero, o 

cualquier otra denominación similar, se enfoca en un único objetivo: ocultar el origen 

ilegal del dinero y realizar actos posteriores para hacer parecer que dichos fondos son 

legítimos. En esencia, consiste en convertir bienes de origen delictivo para darles una 

apariencia de legalidad. Este proceso implica que el dinero proveniente de actividades 

ilícitas es invertido, ocultado, sustituido o transformado, y luego reintegrado a los 

circuitos económicos y financieros legales, siendo incorporado a cualquier tipo de 

negocio como si hubiera sido obtenido de manera lícita. 
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Gálvez (2014) menciona que el lavado de activos es el proceso de introducir 

fondos ilícitos en el sistema económico, otorgándoles una apariencia de legalidad que 

permite a los delincuentes disfrutar de sus ganancias sin problemas. Esto incluye 

cualquier acción u omisión destinada a dar una apariencia legal a bienes obtenidos 

mediante delitos, con el fin de reintegrarlos al circuito económico legal sin conexión 

con su origen ilícito. La Corte Suprema de Justicia del Perú, en su acuerdo plenario N° 

7-2011, establece en el considerando N° 8 que el lavado de activos es un delito que se 

presenta como una secuencia de actos que adquieren autonomía típica, con un 

desarrollo operativo y un momento de consumación distintos. 

2.4.2. Normativa internacional 

El lavado de activos ha captado una gran atención internacionalmente. Desde 

los años 80, muchos países han firmado numerosos acuerdos internacionales, tanto 

multilaterales como bilaterales, para combatir este problema no solo desde el ámbito 

criminal, sino también con medidas en el sector financiero. Reconociendo nuestras 

limitaciones, no haremos un análisis detallado de todos estos documentos. En su 

lugar, resumiremos los aspectos más relevantes de esta evolución normativa, 

destacando los principios y recomendaciones internacionales para la sanción penal del 

lavado de dinero, alineados con los objetivos de nuestra tesis. 

Para Prado (2014) el desarrollo normativo internacional ofrece una base para 

examinar los antecedentes, la naturaleza, los presupuestos y la estructura de la 

regulación del delito de lavado de activos. El marco normativo internacional, que sirve 

de fundamento para la tipificación, sanción y prevención del lavado de dinero, es 

actualmente muy amplio. Está compuesto principalmente por acuerdos internacionales 

globales, regionales o bilaterales. Además, se deben considerar otros instrumentos no 

estatales, como los elaborados por federaciones o asociaciones bancarias regionales. 
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Se destacan varios documentos importantes en la lucha contra el lavado de 

dinero y el tráfico ilícito de drogas, como la Convención de Viena de 1988, el Convenio 

de Estrasburgo de 1990, directivas clave de la Unión Europea de 1991 y 2001, el 

Grupo Egmont de Unidades de Inteligencia Financiera, y la Convención de Palermo de 

2000. La Convención de Viena de 1988, ratificada el 20 de diciembre, fue el primer 

acuerdo vinculante que obligó a los países firmantes a legislar contra el lavado de 

dinero procedente del narcotráfico. Además de penalizar el blanqueo de capitales y 

permitir el decomiso de bienes, subraya la necesidad de una cooperación internacional 

efectiva y asistencia judicial. Aunque la Convención se centra principalmente en 

combatir el tráfico de drogas, también aborda el lavado de dinero como una táctica en 

ese esfuerzo global. 

Según Zaragoza (2014) menciona sobre la conversión o transferencia de 

bienes (art. 3.1.b.i), con pleno conocimiento de que provienen de delitos de tráfico 

ilegal de drogas o de la participación en ellos, con el objetivo de ocultar o disimular su 

origen ilícito, o de ayudar a cualquier persona implicada en estos delitos a evitar las 

consecuencias legales de sus acciones; y la ocultación o disimulo de la naturaleza, 

origen, ubicación, destino, movimiento o propiedad real de los bienes o derechos 

relacionados con estos (art. 3.3.b.ii), con la certeza de que proceden de un delito de 

tráfico ilícito de drogas o de la participación en dicho delito. La criminalización de estas 

conductas también abarca, aunque sin obligatoriedad de sanción, la adquisición, 

posesión o uso de bienes, con conocimiento, en el momento de recibirlos, de que 

provienen de un delito de tráfico ilegal de drogas o de la participación en tal delito (art. 

3.1.c.i). 

La Convención de Viena (1988) de la ONU, busca abordar el problema de las 

drogas quitándoles a los narcotraficantes los beneficios económicos, que son una de 

sus principales motivaciones. Esto se basa en la opinión predominante entre los 

expertos en sustancias controladas. Además, considera la estrecha relación existente 
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entre el tráfico de drogas y otras actividades delictivas organizadas que debilitan las 

economías legales y amenazan la estabilidad, seguridad y soberanía de los Estados. 

Las acciones del GAFI, iniciadas en París en 1989 durante la Cumbre del G-7 

(que agrupa a las siete naciones más industrializadas), subrayan la relevancia del 

sistema financiero y crediticio en la lucha contra el lavado de dinero. En dicha cumbre, 

se le encomendó al GAFI la tarea de formular recomendaciones para fortalecer la 

cooperación internacional en esta lucha. 

2.4.3. Tipos de lavado de activos en el Perú 

Además, es importante mencionar que la Unidad de Inteligencia Financiera 

(2017) del Perú ha identificado 17 tipologías diferentes para la ejecución del delito de 

lavado de activos en el país. Según el informe de esta entidad fiscalizadora, estas 

tipologías son las siguientes: 

Empresas de Transferencias de Fondos 

Esta modalidad implica recibir dinero desde el extranjero y transferirlo a los 

beneficiarios mediante giros, generando una utilidad por la comisión cobrada y 

beneficiándose de tasas de cambio favorables. Esta técnica es ventajosa para los 

lavadores de dinero, ya que permite introducir fondos desde el extranjero sin riesgos, 

siempre que se respeten los límites establecidos por el Estado. A menudo, la 

información sobre los beneficiarios es inexacta o falsa, gestionada por los lavadores 

de dinero. 

Amnistías Tributarias 

El Gobierno ofrece esta medida para que los contribuyentes puedan legalizar 

capitales no declarados que tienen en el extranjero. Al declarar sus patrimonios, se 

busca aumentar la base gravable y los ingresos tributarios futuros. Para los lavadores 

de dinero, es atractivo porque pueden legalizar grandes sumas sin tener que justificar 
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su origen ni someterse a investigaciones. Una vez acogidos a la amnistía, obtienen 

documentos que legalizan sus transacciones financieras. 

Adquisición de Loterías y Juegos de Azar Ganadores 

Esta técnica se basa en que el lavador compra boletos ganadores de lotería de 

los premiados, ofreciéndoles un monto adicional. Así, el lavador puede justificar 

grandes cantidades de dinero y colocarlas en el sistema financiero. 

Ocultamiento Bajo Negocios Lícitos 

El lavador adquiere empresas con problemas económicos, pero con buena 

reputación para introducir dinero ilícito, haciéndolo pasar como ganancias legítimas. 

También puede montar negocios como restaurantes, hoteles, discotecas, 

supermercados, o empresas de transporte, generando ventas para incorporar grandes 

sumas de dinero. Se prefieren negocios con transacciones internacionales para 

facilitar la legalización del dinero. 

Utilización de Cuentas de Terceros 

El lavador utiliza cuentas bancarias de terceros para realizar transacciones con 

dinero ilícito, con o sin el permiso de los titulares. En ocasiones, cuenta con la ayuda 

de funcionarios de instituciones financieras que le asesoran sobre qué cuentas utilizar. 

Créditos Ficticios 

El lavador solicita un crédito usando una garantía realizable, paga las primeras 

cuotas y luego deja de pagar, estimulando la cancelación del crédito con la garantía 

pactada, demostrando una aparente legalidad de los recursos. 

Fondos Colectivos 

Esta modalidad involucra la participación en fondos colectivos, sorteos o 

remates para la obtención de bienes. El lavador se convierte en el dueño del grupo y, 

al ganar un sorteo o remate, justifica la procedencia del dinero. 



27 
 

 

Metas e Incentivos 

Ejecutivos de empresas o entidades financieras, para alcanzar metas y 

objetivos, pueden tomar decisiones arriesgadas. El lavador se aprovecha de esta 

situación, ofreciendo ser cliente del ejecutivo a cambio de reducir los controles y 

permitir que las transacciones pasen desapercibidas. 

Sobrefacturación de Exportaciones 

El lavador sobrevalora exportaciones ficticias o bienes de bajo valor para 

introducir ganancias desde el extranjero, justificando así el dinero ilícito. 

Estructuración o Trabajo de Hormiga 

Consiste en dividir transacciones financieras en montos pequeños para evitar 

sospechas. El lavador usa múltiples personas o entidades para realizar estas 

transacciones a una sola cuenta o en diferentes instituciones financieras. 

Complicidad de un Funcionario u Organización 

El lavador colude con funcionarios de entidades bancarias para aceptar 

grandes sumas de dinero ilícito sin registrarlas adecuadamente, evadiendo la 

detección por las autoridades. 

Negocio o Empresa de Fachada 

El lavador utiliza una empresa legítima o de fachada para mezclar ganancias 

lícitas con dinero sucio. Estas empresas pueden estar ubicadas en diferentes ciudades 

o países, dificultando el rastreo por parte de los fiscalizadores. 

Mal Uso de las Listas de Clientes Habituales 

El lavador se coordina con empleados de entidades financieras para incluirlo en 

la lista de clientes habituales, facilitando transacciones sin levantar sospechas. 
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Transferencias Electrónicas 

El lavador utiliza redes electrónicas para transferir fondos dentro del país o al 

extranjero. Esta técnica permite mover dinero rápidamente sin límites en las 

transacciones. 

Transferencias Entre Corresponsales 

La organización criminal transfiere dinero entre sucursales en diferentes 

países, evitando la transferencia física o virtual y coordinando a través de medios de 

comunicación. 

Cambio de Forma de Productos Ilícitos Mediante Compras de Bienes o 

Instrumentos Monetarios 

El lavador convierte dinero ilícito en cheques de gerencia, giros bancarios o 

cheques de viajero, dificultando su rastreo. Casinos y casas de juego facilitan esta 

modalidad, convirtiendo dinero sucio en fichas y luego en efectivo o cheques. 

Ventas Fraudulentas de Bienes Inmuebles 

El lavador compra propiedades con dinero ilícito y declara un precio menor ante 

las autoridades, pagando la diferencia directamente al vendedor. Luego, revende la 

propiedad a precio real, justificando así la ganancia ilícita. 

2.5. DECRETO LEGISLATIVO N°1373 

Comprender una institución jurídica es una condición indispensable para 

estudiar, analizar y/o criticar los aspectos relacionados con ella. Por esta razón, 

proponemos un concepto: la extinción de dominio (E.D.) debe entenderse como una 

de las modernas instituciones jurídicas sustantivas y procesales que permiten al 

Estado reaccionar frente a bienes cuyo origen no puede ser justificado por su titular. 

En este sentido, Cedano (2018) señala que se trata de un proceso de 

naturaleza pública y contenido jurisdiccional, que es independiente de otros procesos y 
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que el Estado ejerce directamente contra el patrimonio o las ganancias derivadas de 

dicho patrimonio cuando provienen de acciones delictivas contempladas en el derecho 

penal. Este enfoque supera la visión de dependencia del proceso penal, reconociendo 

la autonomía relativa de la E.D., según la doctrina y la normativa vigente. 

Por otro lado, Cordero (2019) describe la E.D. como un mecanismo legal 

mediante el cual el Estado, a través de la vía judicial y respetando los derechos 

fundamentales, rastrea la procedencia de diversos bienes y efectos fruto de 

actividades ilegales, con el objetivo de extinguir todos los derechos patrimoniales y 

declarar nulo cualquier acto afectado por dicha ilicitud, sin reconocer 

contraprestaciones. El autor reconoce la existencia de derechos reales del titular, 

buscando extinguir dicho dominio, en contraposición a otros autores que sostienen que 

no existen tales derechos reales, permitiendo así la retroactividad de la norma debido 

a que no hay derechos que puedan surgir de la ilicitud. 

La estructura conceptual es crucial porque, a partir de ella, el legislador emite 

normas, los ciudadanos interiorizan dichas normas y los operadores del derecho las 

interpretan y aplican. Esto no es un mero ejercicio teórico abstracto, sino una 

aplicación teórico-operativa en nuestro sistema jurídico, que permite su 

implementación en casos concretos. 

2.5.1. Naturaleza jurídica  

Después de conceptualizar la extinción de dominio (E.D.), se procede a 

reconocer la naturaleza de esta figura jurídica para entender su encuadre legal. 

Algunos la consideran de carácter penal, otros la ven como civil o incluso 

administrativa. Esta cuestión no es exclusiva de nuestro sistema y doctrina, sino que 

se ha abordado en otros ordenamientos jurídicos donde se ha reconocido esta 

institución. En realidad, la E.D. presenta una connotación independiente y autónoma 

en varios esquemas legales. Surge de una investigación penal con un enfoque 
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fundamentalmente preventivo, orientado a combatir el crimen organizado y desarticular 

estructuras delictivas, pero no se debe equiparar directamente con un proceso penal. 

Santander (2018) explica que, en el caso colombiano, el legislador tomó el 

concepto del derecho civil aplicable en años anteriores, específicamente la extinción 

de dominio civil en el ámbito agrario, con presupuestos penales, pero con la misma 

consecuencia: la extinción del dominio para transferirlo al Estado. Añade que las 

diversas normas generaron confusión, reconociendo a veces una naturaleza penal y 

otras no penal. 

En este contexto, se entiende que la E.D. tiene un contenido y carácter civil, ya 

que en este proceso el Estado se enfoca en perseguir los bienes y no en establecer la 

responsabilidad o inocencia de las personas. Aunque este proceso tiene 

predominancia de aspectos civiles, no se puede concluir que tenga exclusivamente un 

carácter civil, sino que reconoce su naturaleza mixta y, por tanto, su eclecticismo. 

En la misma línea, Gamarra (2020) sostiene que la E.D. es autónoma, con 

derechos reales y contenido patrimonial. Esto sugiere que no es exclusivamente penal, 

civil ni administrativa, sino una institución jurídica distinta, regida por sus propias reglas 

y principios. La E.D., por tanto, afecta el patrimonio de manera específica. 

El eclecticismo de la extinción de dominio se evidencia en su autonomía, como 

lo expresa el Decreto Legislativo de Extinción de Dominio (D.L.E.D.) N° 1373. 

Destacan sus principios aplicables, su normativa propia y su ámbito de estudio 

exclusivo, lo que demuestra su independencia respecto a otros procesos e 

instituciones jurídicas. 

2.5.2. Criterios de aplicación 

Actualmente, las organizaciones tienen como objetivo adquirir fortunas y 

acumular bienes muebles e inmuebles. Sin embargo, el objetivo de la ley es privarles 

de estos patrimonios obtenidos de manera ilícita, iniciando un proceso penal que 
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permita al Estado administrar dichos bienes. Existe un catálogo de delitos específicos 

donde se aplica el proceso de pérdida de dominio, tales como el tráfico ilícito de 

drogas, secuestro, lavado de activos, entre otros. Según Cedano (2018), el derecho 

penal ha evolucionado a lo largo de las décadas, introduciendo nuevos mecanismos 

innovadores en la política criminal que se han convertido en estándares dentro de la 

concepción penal tradicional, gracias a modelos implementados por organismos 

internacionales. 

Sin embargo, como indica Parra (2020), en la lucha contra la criminalidad y la 

implementación de nuevos mecanismos para enfrentarla, se ha llegado a afectar 

derechos fundamentales, lo que puede representar una regresión en términos de 

derechos. Por lo tanto, es esencial que los mecanismos utilizados sean adecuados al 

sistema jurídico en el que se implementan y que garanticen y tutelen los derechos 

fundamentales antes, durante y después del proceso. 

Los criterios y principios para la aplicación de la extinción de dominio (E.D.) 

están especificados en el Decreto Legislativo 1373, en su Artículo 2, que prescribe lo 

siguiente: 

Nulidad: Todos los bienes adquiridos de forma contraria a las normas pasarán 

a manos del Estado, sin perjudicar a terceros de buena fe. 

Especialidad: Se enfoca en las ambigüedades que pueda presentar este 

decreto y en su correcta aplicación e interpretación. 

Autonomía: Este proceso es independiente de otros procesos legales y no 

puede ser interferido por ellos. 

Dominio de los bienes: La protección de la propiedad solo se aplica a los 

bienes adquiridos conforme a las normas jurídicas establecidas. 
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Publicidad: El investigado toma conocimiento del proceso a partir del auto de 

admisión de la denuncia, ya que previamente desconoce cualquier procedimiento 

debido a que la Fiscalía y la Procuraduría especializada en dominio trabajan 

conjuntamente. 

Además, el concepto de cosa juzgada se aplica siempre y cuando se hayan 

individualizado el sujeto, el objeto y un fundamento correcto. La carga de la prueba 

requiere un análisis del ofrecimiento y admisión de esta, donde el fiscal presenta los 

elementos probatorios necesarios para su pretensión. También debe identificar los 

supuestos de procedencia de la actividad ilícita y la vinculación con los activos 

obtenidos de dicha actividad, precisando que los elementos recabados como prueba 

están destinados a ser utilizados en el juicio. 

2.5.3. Mención probatoria 

El estándar probatorio se define como el proceso mediante el cual un juez 

evalúa y valora las pruebas presentadas durante un caso legal, como señaló Taruffo 

(2008). Este proceso implica una etapa de saneamiento para garantizar respuestas 

adecuadas y evitar problemas en la valoración. Se establecen estándares flexibles 

para adaptarse a diferentes situaciones litigiosas. 

Cumiz (2022), por otro lado, argumenta que los estándares probatorios son el 

punto de referencia para afirmar hechos y formular hipótesis, además de guiar el 

razonamiento que lleva a decisiones judiciales. Se enfatiza que estos estándares son 

necesarios para valorar las pruebas y formular hipótesis. 

En cuanto a la suficiencia probatoria, esta se determina según los estándares 

probatorios. Según Rosas (2016), hay tres grados de pruebas en diferentes áreas 

legales: penal, civil y claro y convincente. Cada uno tiene sus propios criterios de 

valoración. 
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En el proceso penal, el estándar probatorio implica la certeza de condenar a 

alguien por un delito. discuten sobre la duda razonable y la certeza moral, destacando 

la importancia de mantener la presunción de inocencia y las garantías legales. 

En el sistema legal del país, los jueces aplican la libre valoración de la prueba y 

la sana crítica, como se establece en el NCPP. En materia civil, se busca una 

probabilidad prevalente o preponderante para elegir la hipótesis más probable. Aunque 

hay diferencias entre los procesos penal y civil, en este último se puede optar por 

cualquier hipótesis si no hay una probabilidad clara predominante. 

2.5.4. Similitud de instituciones 

La confiscación, como explican Gálvez & Delgado (2013), implica la privación 

de derechos reales y de propiedad. Sin embargo, en la actualidad, especialmente en el 

Perú, esta práctica ya no es común debido al Estado de Derecho respaldado por 

pactos internacionales y constituciones que protegen los derechos de propiedad. El 

Artículo 70 de la Constitución peruana, por ejemplo, prohíbe cualquier tributo con 

carácter confiscatorio, salvo que exista una indemnización justa. La confiscación solo 

se considera en casos de lucro obtenido mediante actividades criminales. 

Por otro lado, el decomiso está regulado en el Artículo 102 del Código Penal 

peruano, junto con otras medidas preventivas aplicables a personas jurídicas, como 

una consecuencia accesoria. En términos jurisprudenciales, el decomiso requiere una 

culpabilidad probada "más allá de toda duda razonable", lo que implica un juicio para 

determinar qué bienes son susceptibles de ser decomisados, según García (2015) 

este autor fundamenta el decomiso en la peligrosidad de que dichos bienes puedan 

afectar los bienes jurídicos protegidos por la ley penal. 

El decomiso también se considera como una medida preventiva centrada en 

los bienes delictivos. En este sentido, objetos, instrumentos o efectos del delito pueden 

ser decomisados de manera cautelar según la legislación peruana. 
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En cuanto a la incautación, esta es una medida cautelar patrimonial que impide 

al acusado vender o disponer de sus bienes. Según el Acuerdo Plenario N° 05-2010, la 

incautación cumple dos funciones principales: conservativa y de prevención de 

ocultamiento. Gálvez & Delgado (2013), sostienen que la incautación constituye una 

forma de llevar a cabo el decomiso o algún tipo de extensión del dominio de un 

determinado bien el cual estaría bajo la propiedad de algún individuo el cual este 

dentro de algún acto ilícito. 

2.6. DERECHO FUNDAMENTAL 

2.6.1. Derecho de propiedad 

Comencemos por definir los derechos fundamentales, que, aunque 

aparentemente no sean objeto de gran controversia, han generado diversas 

propuestas definitorias complejas que podrían cuestionar la naturaleza fundamental de 

ciertos derechos. Esto ha llevado a algunos sistemas jurídicos a excluir del ámbito de 

los derechos fundamentales a ciertas prerrogativas que antes se consideraban 

fundamentales sin discusión. 

El derecho a la propiedad es un derecho fundamental reconocido en 

instrumentos internacionales y en la Constitución peruana. En el artículo 17 de la 

Declaración Universal de Derechos Humanos, adoptada en 1948, se establece el 

derecho a la propiedad individual y colectiva, prohibiendo su privación arbitraria. 

Asimismo, el artículo 21 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos 

garantiza el derecho a la propiedad privada, permitiendo la privación solo por utilidad 

pública o interés social, con procedimientos legales y una compensación justa. En la 

Constitución peruana, este derecho está consagrado en el artículo 2, inciso 16, y el 

artículo 70 lo protege, excepto en casos de seguridad nacional o necesidad pública 

declarados por ley. (Constitución Politica del Perú , 1993) 
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Ferrajoli (2009) Se diferencia entre el derecho a la propiedad y los derechos 

fundamentales, clasificando estos últimos como esenciales para la libertad, y los 

derechos patrimoniales, como la propiedad, identificando cuatro diferencias 

estructurales. Primero, los derechos fundamentales (libertades, vida, derechos civiles, 

políticos y sociales) son universales (omnium), mientras que los derechos 

patrimoniales (propiedad y derechos reales o de crédito) son individuales (singuli), con 

titulares específicos. Segundo, los derechos fundamentales son indisponibles, 

inalienables, inviolables, intransigibles y personalísimos, mientras que los 

patrimoniales son disponibles, negociables y alienables. Tercero, los derechos 

fundamentales son normas, mientras que los derechos patrimoniales son establecidos 

por normas. Finalmente, los derechos fundamentales tienen una naturaleza vertical y 

sus relaciones son entre el individuo y el Estado, mientras que los patrimoniales son 

horizontales e intersubjetivos. Además, la protección de los derechos patrimoniales se 

basa en la prohibición de lesión y obligaciones de deber, mientras que los derechos 

fundamentales implican prohibiciones y obligaciones estatales, cuya violación invalida 

leyes y decisiones públicas, siendo esenciales para la legitimidad del poder público. 

Castillo (2006) explica que el derecho de propiedad, al igual que cualquier 

derecho fundamental, posee una doble faceta: una dimensión subjetiva, o libertad, y 

una dimensión objetiva, o prestacional. En su dimensión subjetiva, se reconoce como 

un derecho constitucional fundamental que confiere al titular una serie de facultades 

complejas de acción y disposición destinadas a garantizar su reconocimiento como 

derecho de propiedad. Por otro lado, la dimensión objetiva del derecho de propiedad, 

considerada como parte de los derechos fundamentales, implica que el poder político 

tiene la obligación de asegurar y promover la efectividad de los derechos 

fundamentales, lo que implica obligaciones tanto negativas, de abstenerse de acciones 

que los limiten, como positivas, de emprender acciones que los protejan. Esta 

obligación del Estado de proporcionar las garantías necesarias para institucionalizar el 
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derecho de propiedad surge del reconocimiento de su dimensión objetiva o 

prestacional como derecho fundamental. 

El derecho de propiedad, como un derecho fundamental, implica que el 

propietario tiene el poder exclusivo de disponer de los bienes que posee, lo que 

significa que ejerce un control subjetivo sobre ellos, limitando su valor esencial 

únicamente al propietario. Sin embargo, este derecho, al igual que otros, no es 

absoluto y puede ser restringido, especialmente si se determina que los bienes fueron 

obtenidos de manera ilícita, como en el caso del delito de robo. 

La extinción de dominio es un mecanismo relativamente nuevo en nuestra 

legislación, diseñado para despojar al supuesto propietario de la facultad de 

disposición sobre el bien. Esta facultad está regulada en el artículo 923 del código civil, 

que establece el derecho del propietario a usar y disfrutar libremente de sus bienes, 

pero también reconoce el derecho a reclamar su propiedad en caso de abuso por 

parte de otros, o del legítimo propietario. (Dialogos Humanos, 2022) 

En el caso del delito de lavado de activos, el propietario no es considerado 

como el verdadero dueño del bien, ya que adquirió los bienes de manera fraudulenta, 

contribuyendo así a la afectación del Estado. Por lo tanto, para proteger la propiedad, 

el Estado debe garantizar el control sobre la adquisición de los bienes por parte de las 

personas, asegurándose de verificar su procedencia, ya que, de lo contrario, la labor 

del Estado no se cumpliría completamente. 

La ley de Extinción de Dominio (Decreto Legislativo Nº1373) establece que, 

como consecuencia de actividades ilícitas, los bienes pueden ser declarados 

propiedad del Estado a través de sentencia, sin compensación para el afectado. Esta 

acción es independiente de cualquier acción penal y se basa en la determinación del 

origen corrupto de la adquisición de los bienes por parte del juez y la sentencia previa. 
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Aunque la extinción de dominio puede parecer que afecta directamente el 

derecho fundamental a la propiedad, se basa en la investigación y sentencia previa del 

juez sobre el origen corrupto de la adquisición del bien, lo que asegura que se 

respeten los derechos fundamentales en el proceso. 

En el ámbito del derecho penal, se emplea el concepto de Iter Criminis para 

describir en detalle los pasos que se siguen durante la comisión de un crimen. Una vez 

que el crimen ha sido consumado, es decir, cuando se ha llevado a cabo la acción 

delictiva, ya sea como tentativa o como hecho concreto, puede surgir lo que se conoce 

como concurso real de delitos. Este término se refiere a la situación en la que varias 

acciones penalmente relevantes resultan en la comisión de más de un delito. Por 

ejemplo, si primero se comete un homicidio y luego se realiza un robo, se estaría 

afectando el patrimonio de una persona. En este caso, si se realiza una investigación 

adecuada y se determina el orden de los hechos, podría proceder la extinción de 

dominio, ya que los bienes se obtuvieron de manera ilícita mediante fuerza y violencia, 

aunque el objetivo principal no haya sido el robo en sí. (Dialogos Humanos, 2022) 

En cuanto al delito de lavado de activos, que consiste en ocultar, poseer o 

transferir bienes de origen ilícito para evitar su identificación, es importante 

comprender cómo afecta el bien jurídico en cuestión. Existen diferentes opiniones 

sobre qué bien jurídico protege este delito. Algunos sostienen que se protege la salud 

pública, mientras que otros argumentan que se protege la administración de justicia, 

ya que este delito busca ocultar el origen ilícito de los bienes y dificultar la labor de la 

justicia. En este contexto, la extinción de dominio busca establecer una conexión entre 

los bienes investigados y los supuestos delitos, de modo que la propiedad de esos 

bienes pase al Estado. Esta medida tiene un fuerte impacto en la lucha contra la 

corrupción, pero es necesario garantizar que no se afecten los derechos de propiedad. 

El delito de lavado de activos es autónomo y no se puede combinar con otros 

procesos, incluidos los procesos civiles. Esto implica que la extinción de dominio no 



38 
 

 

depende de la culpabilidad del individuo en los delitos subyacentes, lo que permite que 

se pueda tomar cada procedimiento respetando el debido proceso y el derecho a la 

defensa. (Dialogos Humanos, 2022) 

Es importante tener en cuenta que el proceso penal debe llevarse a cabo con 

cuidado y respetando los derechos de todas las partes involucradas. Aunque 

personalmente estoy a favor de la extinción de dominio como herramienta de 

investigación, también reconozco que existen argumentos en contra de esta ley, 

especialmente en países como Perú, donde se percibe como una amenaza al derecho 

de propiedad. La implementación de esta ley debe ser cuidadosamente considerada y 

podría ser beneficioso incluirla en la Constitución para garantizar una aplicación justa y 

equitativa. 

En conclusión, el derecho privado y el derecho público están estrechamente 

relacionados, ya que es responsabilidad del Estado proteger tanto la propiedad 

privada como la justicia. Si se sospecha que un bien fue obtenido de manera ilegal, es 

deber del Estado retenerlo y llevar a cabo una investigación. Los bienes decomisados 

pueden ser utilizados en beneficio de la población de acuerdo con lo determinado por 

la autoridad competente para el bien común. 
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CAPÍTULO III 

METODOLOGÍA DE LA INVESTIGACIÓN 

3.1. ENFOQUE DE LA INVESTIGACIÓN  

Enfoque cualitativo el que fue denominado como la priorización de los datos 

cualitativos, en los que se describe interpreta y comprende la información de los 

resultados. Las investigaciones cualitativas a menudo utilizan métodos de recolección 

de datos que no requieren mediciones numéricas, como descripciones y 

observaciones (Sánchez , Reyes, & Mejía, 2018). 

3.2. MÉTODO 

Indica Quiroz (1998), que, la investigación no se limitó únicamente a examinar 

la legislación vigente, sino que también examinó la interrelación de los principios y 

derechos que la respaldan. Para ello, fue necesario emplear el método dogmático, ya 

que este método es fundamental para determinar el contenido. En otras palabras, este 

enfoque se utilizó para analizar el texto normativo en el que se regulan en la hipótesis 

y objetivos. Posteriormente, se procedió a descomponerlos en elementos y, 

finalmente, a reconstruirlos de manera coherente, lo que resultó en la formulación de 

una construcción o teoría jurídica. 

3.3. TIPO DE INVESTIGACIÓN 

El tipo de investigación es dogmática, la cual Sánchez et al. (2018) indican que 

este estudio se apoya en la literatura de investigación, en la búsqueda de un 
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conocimiento innovador sin tener un fin practico, en lo que busca principios y leyes 

científicas lo que hace posible organizar una teoría científica. 

3.4. NIVEL DE INVESTIGACIÓN  

El nivel de investigación fue descriptivo – explicativo. Hernández-Sampieri y 

Mendoza (2018) quien atribuye a estos estudios como aquellos que se enfocan en la 

identificación y descripción de las características de un fenómeno, que suelen tener 

una dimensión temporal y espacial específica 

3.5. DISEÑO DE INVESTIGACIÓN  

La presente investigación fue de diseño no experimental la cual Sánchez et al. 

(2018)  ya que los resultados obtenidos no fueron puestos a prueba o se sometieron a 

cualquier explicación experimental.  

3.6. POBLACIÓN Y MUESTRA 

3.6.1. Población  

La población de la presente investigación está conformada por documentos, 

normas nacionales y supranacionales, jurisprudencia y autores pertinentes al análisis 

de la “ilicitud”, lavado de activos y el derecho fundamental a la propiedad.  

3.6.2. Muestra 

La muestra de la presente investigación, estuvo conformada por aquellos 

documentos como doctrina, leyes y jurisprudencia que trate temas como los descritos 

en las variables, dimensiones e indicadores de la presente investigación. 

3.7. TÉCNICAS E INSTRUMENTOS DE RECOLECCIÓN DE DATOS 

3.7.1. Técnicas 

Los resultados de las investigaciones dogmáticas pretenden un grado de 

verificación en el cual se determinan mediante sus criterios de evaluación, como 

valides en sus divisiones internas y externa, con variables en relaciones a causas y 

efectos, con medición de fenómenos. Los investigadores buscan evaluar la 
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probabilidad de respaldar o sustentar argumentos o descubrimientos, así como la 

probabilidad de aplicar la frecuencia de ciertos hechos a una situación específica para 

mejorarla, entre otros aspectos. (Hernández Sampieri, 2014) 

3.7.2. Instrumento 

Sánchez et al. (2018) mencionan que, los instrumentos de investigación son 

aquellos medios que conforman la técnica de recolección de datos, se componen de 

una guía, manual, un cuestionario, test; en el presente trabajo de investigación 

ostentado como instrumento la guía de preguntas, fichas de recolección de datos. 

Como instrumento de recolección de datos aplicados a esta investigación 

tenemos las fichas de recolección de datos en las cuales plasmaremos por esquito 

la información de carácter importante que se ira recolectando en los diferentes medios 

que usaremos para poder realizar dicha investigación.  

3.8. CONFIABILIDAD Y VALIDEZ DEL INSTRUMENTO  

3.8.1. Confiabilidad 

Según Hernández (2014) la confiabilidad de un instrumento de medición se 

determina mediante diversas técnicas que evalúan el grado en que su aplicación 

repetida al mismo sujeto de estudio produce resultados consistentes o similares, de tal 

manera para la investigación no fue necesario realizar la confiabilidad del instrumento 

ya que la investigación fue netamente documental.  

3.8.2. Validez 

Según Hernández (2014) indica que la validez de un instrumento de medida se 

refiere al grado en que efectivamente mide lo que pretende medir o sirve para el 

propósito para el que ha sido diseñado. Asimismo, para la investigación no fue 

necesario ya que esta fue de carácter documental.  
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CAPÍTULO IV 

RESULTADOS 

4.1. PRESENTACIÓN, ANÁLISIS E INTERPRETACIÓN DE LOS DATOS 

En la investigación se obtuvo como resultados referentes al objetivo en base a la 

medida de la extinción de dominio en el delito de lavado de activos afecta a los 

derechos fundamentales en nuestro país, donde Vargas (2023) menciona que, en este 

contexto, la autonomía del proceso de extinción de dominio puede lesionar las 

garantías procesales del debido proceso y algunos derechos fundamentales, los 

cuales incluyen el derecho a la defensa, la contradicción y la igualdad de armas. Esto 

puede resultar en pronunciamientos contradictorios sobre el origen ilícito de los bienes, 

ya que ambos procesos cuestionan la licitud de los bienes del investigado. Además, 

existe la posibilidad de que el órgano judicial emita decisiones contradictorias. Las 

garantías procesales afectadas en el proceso de extinción de dominio deben ser 

aseguradas a todos los ciudadanos dentro del marco de un Estado Constitucional de 

Derecho, como el nuestro. Donde Soto (2021) después de revisar la literatura sobre el 

delito de lavado de activos, se concluye que puede entenderse desde dos enfoques: 

uno amplio y uno estricto. El enfoque amplio se refiere al proceso general de 

legitimación de bienes de origen ilegal, mientras que el enfoque estricto se centra en la 

reconversión de bienes de origen delictivo, requiriendo la intervención del derecho 

penal. Además, existe una definición analítica que describe el lavado de activos como 

el proceso de ocultar bienes de origen delictivo para darles una apariencia legítima. En 
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términos simples, el lavado de activos es el proceso mediante el cual se intenta 

disfrutar de los beneficios económicos de un delito ocultando su origen ilícito. Por lo 

tanto, el análisis de la medida de extinción de dominio en el delito de lavado de activos 

sí afecta los derechos fundamentales en nuestro territorio. 

Referente al primer objetivo específico donde se planteó identificar cuáles son 

los derechos fundamentales que se encontraban vulnerados en el delito de lavado de 

activos donde Vásquez (2023) Se menciona que el proceso regulado en nuestro país 

para la persecución del delito de lavado de activos vulnera ciertos derechos 

fundamentales, como el derecho a la defensa adecuada y el derecho a la propiedad 

privada, ambos protegidos constitucionalmente. Este proceso también genera una 

persecución de activos sin contrapesos entre el Estado y el ciudadano afectado. En la 

extinción de dominio, se vulneran derechos de personas naturales y jurídicas, como el 

derecho a la propiedad privada, la presunción de inocencia y el daño moral (daño a la 

imagen) de las personas jurídicas involucradas. La enajenación de propiedad se basa 

en el principio de publicidad (derecho de oposición) en procesos extrajudiciales, como 

la expropiación y la prescripción adquisitiva de dominio, permitiendo a los afectados 

mejorar la oferta del Estado o ejercer su derecho de oposición. Sin embargo, la 

extinción de dominio, a diferencia de la incautación y el decomiso previstos en el 

Código Penal, representa una nueva modalidad de enajenación de la propiedad que 

vulnera varios derechos y principios constitucionales durante el proceso, careciendo 

de autonomía e independencia jurídica. 

Como resultado en base al objetivo general el cual se debe determinar la 

manera en que el lavado de activos, el decreto legislativo N° 1373 afectan a los 

derechos fundamentales, Perú 2023, según Vásquez (2023) El proceso de extinción 

de dominio es un procedimiento especial, autónomo, de acción pública y naturaleza 

patrimonial. Su objetivo es servir como una medida contra el incremento patrimonial 

ilegal, enajenando efectos, ganancias, bienes y objetos vinculados a actividades 
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ilícitas, transfiriéndolos al Estado. Este proceso combate el lavado de activos en Perú 

al asumir que estos bienes son ganancias o medios utilizados en delitos. La extinción 

de dominio permite la total expropiación de bienes mezclados lícitos e ilícitos, 

ignorando recomendaciones internacionales que sugieren decomisar solo hasta el 

valor del producto ilícito, lo que vulnera el derecho a la propiedad privada. En el 

decomiso penal, donde se comprueba el hecho ilícito, solo se decomisan ambos tipos 

de bienes si la mezcla sirve para ocultar o convertir bienes ilícitos, y esto debe estar 

vinculado a un proceso penal, debido a su carácter sancionador. 

En ese sentido, es relevante mencionar la sentencia del Tribunal Constitucional 

N° 135/2025, respecto del Expediente 00008-2024-PI/TC, donde la Defensoría del 

Pueblo interpuso demanda de inconstitucionalidad contra los numerales 2.1, 2.3, 2.4, 

2.5 y 2.9 del art. II del Título Preliminar del  Decreto Legislativo N° 1373 ante el 

Tribunal Constitucional, ello respecto a las diversas disposiciones que se generaron 

por la actual ley de extinción de dominio, fundamentando dicha demanda 

principalmente en el resguardo que tiene este derecho a nivel nacional y 

supranacional, puesto que el Perú es parte de las convenciones de Mérida, Palermo y 

Viena. 

Además, destaca que la vigente ley no supera el test de proporcionalidad, por 

cuanto existen medidas mucho menos lesivas al ámbito normativo del mismo, como lo 

seria, por ejemplo, el decomiso decretado en una sentencia que ostenta la calidad de 

cosa juzgada dictada en el marco de los derechos humanos, siendo esta una 

vulneración y transgresión a los derechos alegados, es así que es nuestra normativa 

nacional debe obedecer a la normativa supranacional, puesto que, somos parte de 

diversos convenios que resguardan el derecho fundamental a la propiedad.  

Actualmente, el Decreto Legislativo 1373 ha ampliado la tipificación de delitos y 

actividades ilegales, aunque no de manera exhaustiva. Esta limitación ha resultado en 

la falta de lograr los resultados esperados en cuanto a la recuperación de activos 
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asociados a delitos. La situación actual de esta modificación aún deja fuera otros 

delitos como robo agravado, estafa, falsificación de documentos, receptación, hurto, 

entre otros. Es crucial incluir estos delitos en la ley para que la ampliación tenga efecto 

sobre el patrimonio de los investigados. Por ejemplo, la red Orellana adquirió su 

patrimonio engañando a ciudadanos desprevenidos y despojándolos de sus bienes, lo 

cual coincide con la opinión expresada por dos de los entrevistados, quienes señalan 

la necesidad de ampliar la variedad de delitos sujetos al proceso de pérdida de 

dominio. 

Después de analizar las diversas posturas sobre la naturaleza jurídica del 

requerimiento en el delito de apropiación ilícita según el artículo 190 del Código Penal 

peruano, se puede concluir que la tercera postura, que sostiene que el requerimiento 

tiene únicamente efectos probatorios, es válida, pero solo cuando el objeto del delito 

es un bien mueble o valor. Como se ha observado, este requerimiento no cumple con 

las características propias de un elemento del tipo penal, ya que no está incluido como 

una descripción valorativa necesaria para identificar una conducta ilícita según el tipo 

penal establecido, y, por lo tanto, no es conocido por el dolo del autor. Tampoco 

cumple con los requisitos de procedibilidad como condición procesal previa para el 

ejercicio de la acción penal pública, ya que, aunque esté contemplado en un 

dispositivo legal externo al código penal, su presencia no es necesaria para demostrar 

que el acusado se ha apropiado del bien mueble o valor. Esto es especialmente cierto 

si se puede demostrar mediante otro medio de prueba que el acusado se ha 

apoderado de estos objetos materiales y ha causado un perjuicio económico a la 

víctima. 

El proceso de extinción de dominio comienza con el decomiso de bienes, 

instrumentos, activos y otros, y se lleva a cabo cuando esta acción no ha sido 

extinguida y el acusado está ausente o en rebeldía, impidiendo así su ejecución. De 

igual manera, no es aplicable cuando los efectos o ganancias surgen después de que 
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concluye el proceso penal por lavado de activos contra el acusado, o cuando dicho 

proceso está cerca de vencer. Esto lleva a la conclusión de que es crucial asegurar 

estos bienes inicialmente durante el proceso penal para poder extinguirlos a favor del 

Estado. 

El Ministerio Público, como entidad autorizada, tiene la responsabilidad de 

obtener información, buscar, analizar y recopilar objetos para proceder con la retención 

de los mismos. Su tarea es establecer si estos bienes son producto de actividades 

delictivas, mientras que la parte demandada debe refutar y demostrar la legalidad de 

su patrimonio, explicando cómo adquirió sus activos, los cuales están siendo 

cuestionados. 

4.2. DISCUSIÓN DE LOS RESULTADOS   

En la investigación se ha obtenido que la medida de extinción de dominio, 

aplicada en casos de lavado de activos, afecta significativamente los derechos 

fundamentales en el país. mencionando que la autonomía del proceso de extinción de 

dominio puede comprometer las garantías procesales del debido proceso, afectando 

derechos como la defensa, la contradicción y la igualdad de armas. Esta situación 

puede dar lugar a decisiones judiciales contradictorias sobre la licitud de los bienes 

involucrados, debido a que ambos procesos –extinción de dominio y cuestionamiento 

de la licitud de los bienes– abordan el mismo tema, pero de maneras potencialmente 

incongruentes. Este escenario refleja una posible vulneración de los derechos 

procesales, esenciales en un Estado Constitucional de Derecho. 

En procesos como la expropiación y la prescripción adquisitiva de dominio, la 

enajenación de la propiedad se realiza sobre la base del principio de publicidad, 

permitiendo a los afectados mejorar la oferta del Estado o ejercer su derecho de 

oposición. En contraste, las figuras de incautación y decomiso previstas en el Código 

Penal son consecuencias accesorias de la comisión de un delito. La extinción de 
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dominio, sin embargo, se presenta como una nueva modalidad de enajenación de la 

propiedad que vulnera varios derechos y principios constitucionales durante la etapa 

procesal, careciendo de la autonomía e independencia jurídica necesaria. 

El Decreto Legislativo N° 1373 y el proceso de extinción de dominio afectan los 

derechos fundamentales en Perú. Este proceso, autónomo y de acción pública, está 

diseñado para transferir al Estado bienes vinculados a actividades ilícitas. Sin 

embargo, al considerar la mezcla de bienes lícitos e ilícitos como una causa para la 

extinción total de dominio, se transgrede el derecho fundamental a la propiedad 

privada. La práctica de extinguir derechos legítimamente adquiridos, bajo la 

justificación de que el bien está inmerso en un patrimonio ilícito, es arbitraria. Incluso 

en el decomiso penal, donde se ha acreditado la ilicitud del bien, se permite el 

decomiso solo hasta el valor estimado de los bienes ilícitos mezclados, salvo que 

estos bienes hayan sido utilizados como instrumentos para ocultar o convertir bienes 

de ilícita procedencia. 

En la legislación peruana, el lavado de activos incluye acciones como la 

colocación, integración e intercalación de activos, que pueden ser dinero, acciones, 

bienes, etc. Según la jurisprudencia nacional, este delito implica actos destinados a 

dar apariencia de legalidad a activos de origen delictivo mediante ocultamiento, 

disfraz, mezcla o conversión del patrimonio. Primero, se introduce el patrimonio en el 

mercado, luego se le da una apariencia legal, y finalmente, se reintegra el activo 

blanqueado a su titular (Casación Nro. 617-2021). 

Asimismo, tenemos la sentencia del Tribunal Constitucional N° 135/2025, 

donde el análisis de dicha ley genero el fallo de inconstitucionalidad de los numerales 

2.1 y 2.5 del art. II del Título Preliminar del Decreto Legislativo N° 1373, ello tomando 

en cuenta el art. 55 de nuestra Carta Magna, puesto que los tratados internacionales 

son fuentes del derecho interno de cada país parte, en ese sentido, logramos inferir 

dos aspectos relevantes: (I) Función instrumental, es preciso entender la extinción de 
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dominio como una función instrumental en el delito de lavado de activos, puesto que, 

su finalidad es dejar sin herramientas financieras a organizaciones criminales, bajo 

esta premisa el Tribunal manifiesta su rechazo a la ejecución indiscriminada de dicha 

figura jurídica en referencia de los bienes adquiridos o utilizados para actos ilícitos, ello 

debido a falta de un rango de nivel de gravedad de la ilicitud dentro de la normativa, 

dejando a libre criterio de los jueces, lo cual pone en una situación de vulnerabilidad el 

derecho fundamental de la propiedad. Es así que dentro del análisis jurídico se define 

dos criterios afines con la constitucionalidad: a) Bienes adquiridos con fondos, todo 

aquel bien producto del crimen organizado o de delitos graves que necesiten 

financiamiento para operar; y b) Bienes utilizados para perpetrar, aquellos bienes que 

estén a disposición del crimen organizado o de delitos graves, necesitando de cierto 

financiamiento para operar. Bajo estos criterios la extinción de dominio debe ser 

aplicada en delitos de gravedad o de crimen organizado, no en delitos menores; como 

segundo punto se desarrolla el (II) Limite de la ilicitud,  en este apartado el Tribunal 

señala que debemos acatar lo definido por la Convención de Palermo  respecto al 

“delito grave”, asimismo, invita al Poder Ejecutivo determinar específicamente en que 

delitos de alto impacto puede aplicarse la figura de extinción de dominio, teniendo en 

cuneta los criterios anteriormente desarrollados, todo ello para resguardad el derecho 

fundamental de la propiedad.  

Ahora bien, el delito de lavado de activos abarca varias etapas para integrar 

activos criminales en la economía lícita, aparentando un origen legítimo. En resumen, 

estas operaciones consisten en transacciones económicas complejas que disimulan el 

origen ilícito de un activo. La procedencia ilegal de los bienes, dinero o ganancias 

debe estar razonablemente vinculada a una actividad criminal previa, sin necesidad de 

una prueba completa del delito original.  

El lavado de activos, desde una perspectiva autónoma y general, está regulado 

por una ley especial. Inicialmente configurado como un delito de dominio, a partir de la 
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Ley Nro. 27765 del 26 de junio de 2002 y sucesivas normativas como el D. L. Nro. 986 

del 21 de julio de 2007, el D. L. Nro. 1106 del 18 de abril de 2012, la Ley Nro. 30077 

del 19 de agosto de 2013 y el Decreto Legislativo Nro. 1249 del 25 de noviembre de 

2016, se han precisado nuevas bases, configurando el delito como un tipo de intención 

con tendencia interna trascendente. 

Santander (2018), en su, afirmó que la extinción de dominio es una figura del 

derecho penal que está demostrando ser efectiva en alcanzar sus objetivos. Subrayó 

que esta figura equivale a una forma de decomiso penal, aplicada específicamente a 

bienes derivados de actividades ilícitas. Aclaró que esta figura representa solo una 

modalidad de decomiso de bienes, lo cual tiene implicaciones directas en varios 

derechos fundamentales como la presunción de inocencia, el principio de que la duda 

beneficia al acusado y la aplicación favorable de las penas. Recomendó la necesidad 

de establecer una normativa que regule cómo se estructuran y determinan los bienes 

afectados, con el fin de evitar arbitrariedades en la aplicación de la extinción de 

dominio, asegurando así el pleno respeto de los derechos y evitando errores judiciales. 

Por otro lado, Vargas (2017) en su estudio concluyó que, aunque la extinción 

de dominio es una figura legal con fines legítimos, es crucial que cualquier medida 

para recuperar activos derivados de actividades criminales respete plenamente las 

normas y principios constitucionales. Destacó que el objetivo principal de la extinción 

de dominio es recuperar bienes provenientes de delitos contra la administración 

pública, constituyendo así una estrategia de política criminal dirigida contra la 

delincuencia organizada. Sin embargo, señaló que en la práctica es difícil para la 

administración de justicia probar la conexión entre los bienes y los autores de los 

delitos, dado que estos a menudo están registrados a nombre de terceros o 

testaferros.  

La figura de la extinción de dominio permite al Estado tomar posesión de 

bienes de particulares cuyo origen se presume ilícito, con el objetivo de combatir la 
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criminalidad organizada. No obstante, es crucial garantizar que aquellos que 

consideren que se están vulnerando sus derechos de propiedad tengan acceso a los 

recursos legales necesarios para demostrar que los bienes no proceden de 

actividades ilícitas, y así poder buscar una reparación por cualquier perjuicio sufrido. 

Según la doctrina revisada, la extinción de dominio implica la pérdida de los 

derechos sobre bienes vinculados a delitos como la delincuencia organizada, el 

secuestro o la trata de personas, a través de un proceso jurisdiccional independiente 

de cualquier proceso penal ordinario. En esencia, es la privación definitiva de los 

derechos de dominio sobre bienes obtenidos de manera ilegal, los cuales pasan a ser 

propiedad del gobierno. 

Además, los principios y criterios aplicables en los procesos de extinción de 

dominio incluyen la prevalencia del interés público, la celeridad procesal y la inversión 

de la carga de la prueba. En esta investigación, se encontró que en estos procesos, el 

Fiscal suele basar su argumentación principalmente en indicios concordantes para 

sustentar sus pretensiones. De los 247 encuestados, el 62% respondió 

afirmativamente a esta práctica. Asimismo, el 68% considera que la responsabilidad 

del demandado para demostrar la procedencia lícita del bien se ve afectada por la 

rapidez del proceso. El 70% opinó que las sentencias en estos casos suelen 

fundamentarse en indicios concordantes, mientras que el 66% señaló que la 

presunción de inocencia no se tiene en cuenta adecuadamente en los procesos de 

extinción de dominio. 

En resumen, la extinción de dominio es una herramienta dentro del ámbito 

criminal destinada a perseguir bienes obtenidos de manera ilícita. Es un proceso 

autónomo donde la carga probatoria se invierte en contra del demandado, quien debe 

demostrar la legalidad de los bienes en disputa. Este proceso no se rige por la 

presunción de inocencia, y el Fiscal basa sus argumentos en indicios concurrentes 

para sustentar sus reclamaciones. 



 
 

 

CONCLUSIONES 

PRIMERA: Se concluyo que, referente a la medida de extinción de dominio en el delito 

de lavado de activos si se presenta una afectación, puesto que no se tiene criterios 

específicos en el Decreto Legislativo N° 1373 respecto a los límites de la ilicitud, es 

decir, lo que se debe considerar delitos de alto impacto, en los cuales puedan 

aplicarse dicha figura, generando ejecuciones indiscriminadas de la misma, situando 

en un estado de desprotección al derecho fundamental de la propiedad.  

SEGUNDA: Se concluyo que, el Decreto Legislativo N° 1373 contraviene normas 

constitucionales y supranacionales, por cuanto presenta vacíos legales libres de 

interpretación respecto a la extinción de dominio de diversos bienes, sin considerar: (I) 

Que sean bienes adquiridos de delitos de alto impacto; o (II) Que sean bienes 

utilizados para ejecutar delitos de alto impacto.   

TERCERA: Se determinó que, el decreto legislativo N° 1373 afecta a los derechos 

fundamentales, es en base al proceso de extinción de dominio, tal como está regulado. 

La falta de autonomía jurídica, definiciones, delimitación y la vulneración de derechos 

procesales, como la defensa y la propiedad privada, destacan la necesidad de revisar 

y ajustar este proceso para garantizar un equilibrio justo entre la persecución del delito 

y la protección de los derechos ciudadanos en un Estado de Derecho, ello en base al 

análisis conjunto con los convenios internacionales de los que somos parte.  

 

 

 

 

 



 
 

 

 

RECOMENDACIONES 

PRIMERA: Se recomienda que, en base a la medida de extinción de dominio en el 

delito de lavado de activos, regularizar la vulneración de los derechos fundamentales 

mediante la afectación de estos donde la extinción de dominio no logre afectar o ir en 

contra de algún derecho fundamental haciendo valer su valor legal. 

SEGUNDA: Como recomendación se debe realizar una revisión y reforma de leyes y 

de procedimientos relacionados con el delito de lavado de activos, estableciendo 

medidas que aseguren que cualquier confiscación de bienes se realice de manera 

proporcionada y con un estricto apego a los principios constitucionales de legalidad y 

protección de los derechos fundamentales. 

TERCERA: Como recomendación en base a la determinación de la manera en que el 

lavado de activos del decreto legislativo N° 1373 afecta a los derechos fundamentales 

sería necesario ejecutar la implementación de mecanismos de revisión judicial 

efectivos y la garantía de un debido proceso para todos los involucrados. Además, es 

esencial promover una mayor educación y concienciación pública sobre los impactos 

del lavado de activos y la importancia de salvaguardar los derechos individuales frente 

a acciones estatales excesivas. 
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ANEXO 1: MATRIZ DE CONSISTENCIA 

LAVADO DE ACTIVOS, DECRETO LEGISLATIVO Nº 1373 Y AFECTACIÓN A LOS DERECHOS FUNDAMENTALES PERÚ, 
2024 

Ámbito 

temático 

Problema general Objetivo general Supuesto 

general 

Dimensiones Indicadores Metodología  

Derecho 
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¿De qué manera el 
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decreto legislativo 
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2023?  
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derechos fundamentales 
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delito de lavado de activos 
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Ley 32326 – Ley que modifica el Decreto Legislativo 1373, Decreto Legislativo 

sobre la extinción de dominio, a fin de perfeccionar el proceso de extinción de 

dominio 
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